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Resumen: a pesar de lo previsto en la Constitución mexicana 
los conflictos de competencia entre la federación y las entida-
des federativas surgen constantemente aun cuando el artícu-
lo 124 constitucional prevé una aparentemente clara regla de 
distribución de competencias. La continua sustracción de fa-
cultades mediante distintas técnicas normativas por parte de 
la federación ha conducido a la falta de certeza jurídica y, por 
ende, a un incremento en los conflictos entre las entidades fe-
derativas y la federación. El análisis se centra en los conflictos 
que resultan de la falta de claridad de las normas jurídicas que 
distribuyen competencias. La presente reflexión tiene por ob-
jeto la consideración de medios alternativos a la judicialización 
para resolver las controversias.

Abstract: despite the provisions of the Mexican Constitution 
conflicts of jurisdiction between the federation and the fede-
rative entities constantly arise even when constitutional arti-
cle 124 provides for an apparently clear rule of distribution of 
powers. The continued subtraction of powers through different 
regulatory techniques by the federation has led to legal uncer-
tainty and, therefore, an increase in conflicts between the fede-
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ral entities and the federation. The analysis focuses on the con-
flicts that result from the lack of clarity of the legal norms that 
distribute powers. The purpose of this reflection is to consider 
alternative means to judicialization to resolve controversies. 
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I. Introducción

Los frecuentes conflictos de competencia entre la federación y 
las entidades federativas surgen de la distorsión del esquema ori-
ginario de distribución de competencias previsto en la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos (Constitución fe-
deral), por eso es analizado a la luz de su formulación original en 
1824 para reflexionar sobre los efectos de su constante reforma. 
El federalismo es un factor determinante de la distribución de 
competencias, principalmente porque debe garantizar un cierto 
grado de descentralización del poder público, y la distribución 
de funciones debe hacerse en la Constitución. 

Entre una federación y los estados que la integran pueden 
suscitarse distintos tipos de conflictos, aquí solamente se ana-
lizan los que resultan de las dudas derivadas de las normas que 
distribuyen competencias para invitar a la consideración de una 
alternativa a la judicialización. Por ello se comentan brevemente 
también los conflictos territoriales entre los estados por haberse 
previsto para este tipo de disputa la posibilidad de una solución 
amistosa, en vez de la jurisdiccional.

En México, a las complejidades de la distribución de compe-
tencias conforme al principio de división de poderes se suman 
las del federalismo, lo que como dice Loewenstein, supone “el 
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difícil intento de establecer, en base territorial, un equilibrio en-
tre contrapuestos intereses del poder”.1 Esta dificultad se puede 
percibir en los debates de cada uno de los congresos constituyen-
tes que se han celebrado en nuestro país a lo largo de su historia 
constitucional, así como en las múltiples formas de controversias 
constitucionales que se pueden plantear actualmente con funda-
mento en la fracción I del artículo 115 constitucional.

Tras largas discusiones, el sistema federal fue acordado en 
el Acta Constitutiva de la Federación de 1824 y se incorporó a la 
Constitución Federal de los Estados Unidos Mexicanos de 1824 
(Constitución de 1824) con lo que se constitucionalizó el pacto 
federal.2 Estas normas constitucionales preveían que la nueva Na-
ción se constituiría como una república representativa popular 
federal.3 Uno de los objetivos primordiales de adoptar la forma 
federal era la descentralización del poder público para garantizar 
la autonomía de los estados. En esta Constitución se previó tam-
bién, por primera vez, la facultad de la Corte Suprema de Justicia 
para conocer de los conflictos entre los estados y la federación.4

A pesar de la visión de los constituyentes de 1824 de bus-
car un equilibrio entre los poderes en esta materia, y de prever 
medios de solución de conflictos, en realidad durante la primera 
mitad del siglo xix esta función la realizaron el Congreso Gene-
ral junto con el “Consejo de Gobierno”5 “un órgano similar a la 
actual comisión permanente del Congreso de la Unión”, por lo 

1	 Loewenstein, Karl, Teoría de la Constitución, trad. de Alfredo Gallego Ana-
bitarte, Barcelona, Editorial Ariel, 1989, p. 139.

2	 Fueron las provincias las que impulsaron el segundo congreso constituyen-
te de 1823 y demandaron la adopción del federalismo en el Acta Constitu-
tiva de la Federación Mexicana promulgada el 31 de enero de 1824. Véase 
Pantoja, David, “Continuidades y Rupturas: Las Constituciones de 1824 y 
1857”, Historia del derecho. X Congreso de Historia del Derecho Mexicano, 
Cruz Barney, Óscar y Soberanes Fernández, José Luis (comps.), t. II, Méxi-
co, IIJ-UNAM, 2016, p. 104. 

3	 Así se previó en el artículo 4° de la Constitución de 1824 conforme a lo 
dispuesto en el artículo 5° del Acta Constitutiva de 1824.

4	 Véase artículo 137, fracción 1ª de la Constitución de 1824.
5	 El artículo 113 de la Constitución de 1824 preveía que este órgano funcio-

nara durante el receso del Congreso general.
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que la solución de conflictos entre los estados y la federación, así 
como entre los poderes de los estados tuvo más bien un carácter 
político.6

Para garantizar que en un Estado federal los estados operen 
con autonomía en el ámbito de sus competencias, el diseño cons-
titucional de la distribución de competencias debe asegurar la des-
centralización de las funciones y el equilibrio en el ejercicio del 
poder al realizar la asignación y delimitación de competencias, así 
como la colaboración y la realización de funciones compartidas.

II. La Constitución de 1824

Por su relevancia para la conformación del sistema jurídico mexi-
cano como primera norma constitucional7  y fundamento del es-
tado de derecho en México se comenta la Constitución de 1824 
en relación con dos cuestiones: la regla de distribución compe-
tencial, y los medios de solución de controversias entre los esta-
dos y la federación. El propósito, sin embargo, no es el de revisar 
la evolución histórica de dichas instituciones.

El origen del sistema de distribución de competencia del sis-
tema jurídico mexicano se encuentra en la Constitución de 1824 
y se organiza conforme al modelo federal.8 De esta manera se 
configuró el marco regulatorio al que se debía sujetar el ejercicio 
de las funciones que fundamentaba, pero también limitaba.

Para comprender la distribución competencial hecha por la 
Constitución de 1824 hay que ponerla en contexto y recordar, 

6	 Esta fue la propensión durante la primera mitad del siglo XIX, por lo que las 
cuestiones de constitucionalidad, incluso la declaración de nulidad de leyes 
no conformes a la Constitución, tenían un cariz político. González Oropeza, 
Manuel, Las controversias entre la Constitución y la política, México, UNAM-
IIJ, Cuadernos Constitucionales México-Centroamérica, 1993, p. 9.

7	 Esto se debe a que solamente después de declararse la independencia en 
1821 se puede hablar del “derecho mexicano” en sentido estricto.

8	 Como es sabido, emula el federalismo de la Constitución de los Esta-
dos Unidos de América de 1787, especialmente en lo relativo a la dis-
tribución de competencias. Véase https://www.state.gov/wp-content/
uploads/2020/02/Spanish-translation-U.S.-Bill-of-Rights.pdf 
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que como dice Hesse, una Constitución es la Constitución de un 
orden histórico concreto.9 Esta Constitución, lo es en el sentido 
estricto del término, pues funda un nuevo Estado, por lo que uno 
de los aspectos más importantes a incluir en la Constitución era 
el equilibrio de fuerzas entre los órganos de gobierno, pero sobre 
todo entre los estados y la federación. El siglo xix es convulso, el 
vaivén ideológico, jurídico y político no da tregua a la población, 
no obstante, como acto fundacional no son menospreciables los 
casi 12 años de su vigencia.

La ideología rectora de la Constitución de 1824 es la liberal 
y se adopta para evitar el abuso del poder. Para ello, la Constitu-
ción se diseña conforme a un modelo de estado de derecho que 
incluye una división de poderes (distribución funcional), control 
de la constitucionalidad e incluso derechos fundamentales (aun-
que no lo parezca a primera vista).10

El modelo de distribución de competencias de la república 
federal mexicana se configuró en 1824 a partir del presupuesto 
de la cesión parcial de potestades al gobierno federal por los es-
tados. Esta forma de organización permitió mantener unidas las 
provincias que de hecho estaban operando autónomamente, de 
modo que las restricciones a los estados previstas en la Constitu-
ción tenían por objeto garantizar la unidad del Estado mexicano, 
la federación y la soberanía nacional.

Se puede decir que la nueva federación mexicana se constru-
ye en términos de un compromiso o “lealtad” en virtud de la ce-
sión de soberanía por parte de los estados, y que podemos iden-
tificar en el artículo 49 de la Constitución de 1824 previsto para 
impedir la invasión de la esfera competencial de los estados y la 
sustracción de competencias al obligar al Congreso general a que 
sus leyes y decretos preserven la unión federal de los estados, su 

9	 Hesse, Konrad, Escritos de derecho constitucional, trad. de Pedro Cruz Villa-
lón, Madrid, Centro de Estudios Constitucionales, 1992, pp. 7 y 8. 

10	 Véase Huerta, Carla, “Transición jurídica y la conformación del Estado de 
derecho en México”, El Constitucionalismo de 1824: Orígenes del Estado Na-
cional, Jaime Cárdenas (coord.), México, Tribunal Electoral del Poder Judi-
cial de la Federación, 2024, pp. 288-290. https://www.te.gob.mx/editorial/
obras/2387
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independencia e igualdad.11 Así se configura una lealtad federal, 
una suerte de Bundestreue,12 además se previó que los actos del 
Congreso, esto es, las leyes y decretos que expidieran,  no debían 
interferir en la administración interior de los estados (artículo 
50, fracción 31ª). Estas disposiciones se complementaban con 
la obligación de los estados de sujetarse a las disposiciones de 
orden constitucional como disponía el artículo 161, fracción 1ª 
de la Constitución de 1824.

III. La distribución de competencias

De conformidad con lo previsto en el artículo 40 de la Constitu-
ción federal “y en consonancia con lo dispuesto en 1824, salvo 
por la referencia actual a la laicidad”, México se constituye como 
una república representativa, democrática y federal “compues-
ta por estados libres y soberanos en todo lo concerniente a su 
régimen interior, y por la Ciudad de México, unidos en una fe-
deración establecida según los principios de esta ley fundamen-
tal.” De modo que en la Constitución se debe asegurar que en la 
Unión que se conforma se preserve el ejercicio de las funciones 
que correspondan a las entidades federativas conforme a la regla 
de distribución de competencias prevista, para evitar conflictos, 
y en su caso resolver los que se pudieran producir.

Por lo que a la forma federal se refiere, la Constitución mexi-
cana dispone actualmente “siguiendo la misma técnica que la 
Constitución de 1824”, una regla general de distribución de com-
petencias (artículo 124) y las facultades expresas del Congreso 
(artículo 73) y de las Cámaras (artículos 74 y 76 de diputados y 
de senadores respectivamente), además de las que se encuentran 

11	 El artículo 49 de la Constitución de 1824 disponía que las leyes y decretos 
del Congreso general tenían por objeto: “Conservar la unión federal de los 
estados, y la paz y el orden público en lo interior de la federación”.

12	 La “Bundestreue” es el principio de “fidelidad federal” entre los miembros 
de la federación alemana y esta, un aspecto importante son las barreras a 
la función legislativa para que las competencias de cada uno sean respeta-
das. En México, esta “lealtad” dispone en el artículo 41 de la Constitución 
federal la obligación de las entidades federativas de no “contravenir las 
estipulaciones del Pacto Federal”; esta obligación es, sin embargo, mutua.
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previstas en otras disposiciones. Aunque hay que precisar, que 
el Acta Constitutiva no previó una formulación general de la dis-
tribución de competencias entre la federación y los estados, ni 
tampoco se incluyó en la Constitución de 1824.13 Algunas com-
petencias de los estados se previeron en diversas disposiciones 
de manera específica, por lo que se podría pensar que existía una 
regla tácita en la medida en que solamente se previeron disposi-
ciones generales de organización y prohibiciones a los estados,14 
y se establecieron expresamente las facultades de los órganos de 
gobierno de la Unión, específicamente las exclusivas del Congre-
so general en el artículo 50 de la Constitución de 1824.

Dado que  el actual sistema de distribución de competencias 
se basa en la regla general prevista el artículo 124 constitucional 
que reserva las competencias a las entidades federativas “deno-
minada cláusula residual basada en la idea de un pacto federal en 
el que los estados ejercen un poder público originario y ceden 
parte de sus facultades”, al modificar la distribución de compe-
tencias en una Constitución federal se debe velar por el equili-
brio en el reparto de funciones para salvaguardar la soberanía de 
los estados.

El haber previsto en el artículo 124 constitucional una for-
ma de distribución de competencias por exclusión ha dado lugar 
a calificarlo como un sistema formalmente “rígido”15 “al menos 
en apariencia dada la constante reforma de la Constitución para 
atribuirle facultades a la federación”, por depender la federación 
de que las competencias le sean atribuidas de manera “expresa”.16 

13	 El artículo 117 de la Constitución de 1857 es el antecedente constitucional 
expreso del actual artículo 124 constitucional. Una cláusula residual se-
mejante en la Constitución de 1824 habría fortalecido la soberanía de los 
estados.

14	 En el artículo 162 de la Constitución de 1824 se previeron las restricciones 
a los poderes de los estados.

15	 Serna de la Garza, José María, Federalismo y sistemas de distribución de com-
petencias legislativas, México, UNAM-IIJ, 2003, p. 3. 

16	 El artículo 73 constitucional es el que más ha sido reformado desde 1917, 
cuenta con 88 reformas, la última el 2 de diciembre de 2024. Cámara de 
Diputados, 2024, Reformas Constitucionales por Artículo 73, https://www.
diputados.gob.mx/LeyesBiblio/ref/cpeum_art.htm
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La fórmula prevista ha dado lugar a lo que se conoce como “fe-
deralismo dual”17 que ha de ser entendido en el sentido de que 
las competencias de los órganos federales y locales se comple-
mentan, y que al atribuir competencias exclusivas a la federación 
estas se sustraen de las de las entidades federativas.18

Siguiendo el modelo de la Constitución de 1824, junto con 
las facultades que se atribuyen de manera expresa, se prevén en 
la Constitución federal disposiciones que delimitan las faculta-
des y atribuciones de las entidades federativas, al prever prohi-
biciones y limitaciones (artículos 117 y 118 respectivamente, y 
artículo 122, D a la Ciudad de México), aunque hay que contem-
plar también las facultades compartidas y concurrentes. El es-
quema actual de distribución de competencias en realidad dista 
de ser claro,19 pues también hay que considerar las facultades 
que resultan de la interpretación hecha por la Suprema Corte de 
Justicia.

Asimismo, hay que tomar en cuenta que el diseño constitu-
cional del federalismo puede ser muy complejo, la Constitución 
mexicana distribuye competencias entre distintos ámbitos de go-
bierno, no solamente la federación y las entidades federativas, 
sino también a los municipios (artículo 115),20 e incluye un ám-
bito competencial de los pueblos y comunidades indígenas.21 Por 
otra parte, si bien el modelo federal actual parte de una noción 
dual de facultades limitadas expresas de la federación y retención 
de facultades originarias por los estados, también incluye funcio-

17	 Serna de la Garza, op. cit., nota 15, p. 3.
18	 También era dual en su origen en el sentido en que solamente consideraba 

la federación y los estados, actualmente en México es más complicada la 
configuración de la distribución de competencia como se verá más adelante.

19	 Para un análisis más puntual sobre el tema véase Huerta, Carla, “El sistema 
jurídico en el marco del federalismo mexicano actual. El laberinto de las 
potestades normativas”, en Serna de la Garza (coord.), Perspectivas actua-
les del federalismo mexicano: leyes, políticas públicas y entorno social, México, 
IIJ-UNAM, 2022, pp. 1-46.

20	 Los artículos 115 y 116 constitucionales regulan el ejercicio de las faculta-
des que competen a los municipios y los estados, así como la ejecución de 
las tareas administrativas de su competencia.

21	 De conformidad con el artículo 2° constitucional.
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nes compartidas.22 El desarrollo de las facultades concurrentes 
corresponde al Congreso de la Unión, y la concurrencia puede 
ser operativa, normativa o de planeación. El ejercicio de esas fa-
cultades da lugar a responsabilidades en el ámbito de sus compe-
tencias respectivas. Aunque, remanece la duda sobre la forma en 
que se puede hablar de responsabilidades compartidas ante un 
escenario de incertidumbre sobre la delimitación del ámbito de 
las facultades de las entidades federativas, ya que constantemen-
te da lugar a controversias constitucionales, por mencionar sola-
mente uno de los aspectos que han dificultado la colaboración y 
el ejercicio de facultades conjuntamente.

En relación con la distribución de competencia en el sistema 
federal mexicano podemos hablar de otras fuentes de desasosie-
go, además de la división de poderes y la creación de varios ám-
bitos espaciales, y uno personal, de competencia. Esto se debe 
a que el espíritu de la fórmula de distribución de competencia 
es intencionalmente eludido vía reformas constitucionales por lo 
que requiere de la constante interpretación por la Suprema Cor-
te. Adicionalmente, la concurrencia regulada en leyes federales y 
la expedición de leyes generales, así como la utilización de otros 
tipos de estrategias, tales como emitir leyes nacionales o de ar-
monización, generan desconcierto sobre el legítimo ejercicio de 
facultades e inseguridad jurídica.

Las reiteradas modificaciones al esquema constitucional de 
distribución de competencias, además del reparto de facultades 
o la armonización de reglas hechos por leyes del congreso en vir-
tud de una “delegación constitucional”, son la causa de la inquie-
tud que ha ocasionado múltiples controversias entre los estados 
y la federación, lo que genera una interpretación casuística para 
aclarar la titularidad y alcance de la competencia.

22	 La Suprema Corte habla de la configuración de un modelo federal “coo-
perativo” en virtud de la “coexistencia de un criterio constitucional de 
distribución de competencias cooperativo junto con el criterio federalista 
dual”. Acción de Inconstitucionalidad 119/2008, Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Novena Época, t. XXX, diciembre de 2009, p. 850.

141 | 

La regla de distribución competencial desvirtuada



IV. Solución de conflictos de  
competencia entre estados y federación

De la fórmula general prevista en el artículo 124 constitucional 
se derivan consecuencias importantes como señala Serna de la 
Garza. Por una parte, que la “fórmula distribuidora de compe-
tencias no puede ser modificada por una decisión del legislador 
ordinario”.23 Por la otra, que la transgresión a las normas de com-
petencia de rango constitucional produce conflictos que han de 
ser resueltos por la justicia constitucional, y que la resolución 
del conflicto puede resultar en la modificación del esquema de 
atribución de competencias.

Una de las notas distintivas del constitucionalismo contem-
poráneo es que las Constituciones cuenten con un control de la 
constitucionalidad. En el caso de los Estados federales, el siste-
ma de justicia constitucional debe incluir medios de solución de 
los conflictos de competencia que pudieran suscitarse entre la 
federación y las entidades federativas, así como entre estas. La 
solución vía jurisdiccional de los conflictos de competencia se 
configura como un medio de control de la constitucionalidad 
cuyo objeto es resolver problemas jurídicos derivados de la falta 
de claridad en la atribución de competencias. El objetivo de una 
forma de control como la controversia constitucional es, en pri-
mer lugar, determinar la autoridad a la que corresponde la com-
petencia, pero, además, también puede servir para delimitar el 
alcance de las facultades que se controvierten.

El propósito de una regla general de distribución de compe-
tencias, formulada para resguardar las potestades de los estados 
y que requiere de la atribución explícita de competencias a la fe-
deración, es que los estados preserven las competencias que ori-
ginariamente les corresponden. Esta noción ha sido desnaturali-
zada como consecuencia de múltiples reformas constitucionales, 
así como por el abuso de técnicas legislativas utilizadas para sus-
traer facultades de sus ámbitos, transformando el federalismo en 
una suerte de centralismo. Como Kelsen advirtió, “[m]ientras 
más amplia es la competencia de los órganos centrales, la com-

23	 Serna de la Garza, op. cit., nota 15, p. 2. 
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petencia de la federación, más restringida es la de los órganos 
locales, […], y tanto mayor resulta el grado de centralización”.24 
Es indudable que esta ha sido la tendencia de las reformas a la 
Constitución federal en materia de distribución competencial.

En la Constitución de 1824 no se incluyeron disposiciones 
expresas relativas a los conflictos de competencia entre la fede-
ración y los estados “aunque tampoco era indispensable regular 
a detalle la cuestión”,25 pero si se previó la facultad para resolver 
los conflictos de carácter contencioso entre los estados en la frac-
ción I de su artículo 137. Dos fueron los problemas que limitaron 
el control de la constitucionalidad, por una parte, la omisión del 
legislador por lo que la Corte Suprema no contó con las leyes de 
desarrollo que debieron haberse expedido como disponía el ar-
tículo 138 constitucional,26 y por la otra, que los constituyentes 
no le atribuyeron a la Corte facultades para interpretar la Cons-
titución.27 Además, de conformidad con la fracción I del artículo 
116, era competencia del Consejo de Gobierno vigilar el cumpli-
miento de la Constitución y el Acta Constitutiva. Actualmente, 
compete a la Suprema Corte de Justicia conocer de las controver-
sias entre las entidades federativas y la federación.28

El sistema jurídico mexicano prevé en la actualidad, medios 
de solución de conflictos para resolver las dudas sobre la titula-

24	 Kelsen, Hans Teoría General del Derecho y el Estado, trad. de Eduardo Gar-
cía Máynez, México, UNAM, 1988, p. 377.

25	 Solamente se prevé la facultad de la Corte Suprema para resolver dudas 
sobre las competencias de los tribunales en el artículo 137, fracción 4ª. En 
la Constitución de 1857 si se regulan las facultades para resolver conflictos 
de competencia en el artículo 99.

26	 La Constitución de 1824 solo regulaba genéricamente el control de cons-
titucionalidad, y la Corte Suprema solamente contó con disposiciones 
secundarias para regular su funcionamiento, cfr. Cossío, José Ramón, La 
justicia constitucional en México, Madrid, Centro de Estudios Políticos y 
Constitucionales, 2007, p. 222.

27	 Esta potestad se atribuyó en el artículo 165 al Congreso general, razón por 
la cual el control de constitucionalidad de hecho fue realizado por el poder 
legislativo y no el judicial.

28	 En la Constitución de 1857 de conformidad con el artículo 98, la Suprema 
Corte de Justicia conocía desde la primera instancia de las controversias de 
un estado con otro, así como de aquellas en donde la Unión fuera parte.

143 | 

La regla de distribución competencial desvirtuada



ridad de la competencia, así como sobre la concurrencia de los 
órdenes jurídicos federales y locales para preservar el pacto fede-
ral. Los conflictos entre una ley federal y una ley de una entidad 
federativa no necesariamente han de resolverse en términos del 
artículo 133 constitucional, pues es preciso considerar también la 
regla de distribución de competencia prevista en el artículo 124 
constitucional. En el caso de materias concurrentes, sin embargo, 
si hay que atenerse a la regla de prevalencia prevista en el artículo 
133 mencionado que privilegia el derecho federal sobre el estatal.

En un estado de derecho, es importante incluir en la Consti-
tución disposiciones que hagan posible preservar la regularidad 
en el ejercicio de las competencias atribuidas a las autoridades, 
así como para impedir que su ejercicio rebase los lineamientos 
previstos en la Constitución invadiendo la esfera de competen-
cia que corresponde a las autoridades de otros órdenes jurídicos 
como ha señalado la jurisprudencia.29

Aunque el objeto de la controversia constitucional sea la 
tutela de los ámbitos de competencias creados por la Constitu-
ción para salvaguardar el sistema federal, la Suprema Corte ha 
señalado que también opera como medio de supervisión de la 
regularidad “en el ejercicio de las atribuciones constitucionales” 
por lo que “las transgresiones invocadas también están sujetas a 
ese medio de control constitucional, siempre y cuando exista un 
principio de afectación”.30 La razón es que la función de este me-
dio de control no se limita a asegurar el acatamiento de la regla de 
distribución de competencia prevista en la Constitución y evitar 
la invasión de esferas competenciales, ya que es primordialmen-
te un medio de control de la constitucionalidad.31 

De conformidad con lo previsto en la fracción I del artículo 
105 constitucional, compete a la Suprema Corte conocer de “las 

29	 Tesis P./J. 97/99, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 
Época, t. X, septiembre de 1999, p. 709.

30	 Controversia constitucional 5/2001. Jefe de Gobierno del Distrito Federal. 
4 de septiembre de 2001, Tesis P./J. 112/2001, Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Novena Época, t. XIV, septiembre de 2001, p. 881.

31	 Tesis P/J. 98/99, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, t. X, sep-
tiembre de 1999, p. 703.
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controversias constitucionales que, sobre la constitucionalidad 
de las normas generales, actos u omisiones, con excepción de las 
que se refieran a la materia electoral”. De las múltiples posibili-
dades solamente se comentan las que se pudiesen suscitar entre 
la federación y una entidad federativa (inciso a).

La controversia constitucional es un control de tipo concreto 
que se sigue a instancia de parte agraviada, y tiene por objeto co-
nocer de los asuntos de carácter controversial entre la federación 
y las entidades federativas. Cabe enfatizar, como ha señalado la 
jurisprudencia, que la finalidad de este medio de control es ana-
lizar las infracciones a las disposiciones constitucionales relacio-
nadas con los principios de división de poderes o con la cláusula 
federal.32 Esto se debe a que el objeto de esta forma de control es 
preservar la vigencia del principio de división de poderes y de 
distribución competencial entre los distintos ámbitos de gobier-
no de la federación mexicana. En la práctica, los tipos de conflic-
tos de competencia entre las entidades federativas y la federación 
más frecuentes son los relativos a recursos naturales, seguridad 
pública, salud y educación, ya que son materias concurrentes y el 
legislador ha previsto distintas formas de concurrencia.

Además, vale la pena recordar que el problema de la delimita-
ción de la competencia es que implica el ejercicio de una función 
constitucional en sentido estricto, ya que deslindar las compe-
tencias modifica el orden constitucional, pues no se trata de una 
mera aclaración. Por lo tanto, se puede decir que la resolución 
de una controversia constitucional modifica el sistema jurídico, 
razón por la que se resuelven por la vía jurisdiccional y las facul-
tades correspondientes se atribuyeron a un solo órgano: la Supre-
ma Corte de Justicia. Se presenta, sin embargo, la duda sobre si 
todos los conflictos entre los estados y la federación tienen que 
ser resueltos por esta vía, especialmente los relacionados con ac-
ciones y omisiones en materia concurrente, por ejemplo.

Aunque la controversia constitucional se diseñó teniendo en 
mente el principio de división de poderes para que la Suprema 
Corte “en su calidad de instancia independiente” dirima los con-

32	 Tesis P./J. 42/2015 (10a.), Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Décima Época, libro 25, t. I, diciembre de 2015, p. 33.
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flictos relativos al ejercicio de competencias de manera imparcial 
y objetiva, y así resguardar el orden constitucional, quizá algunas 
formas de conflictos podrían ser resueltas entre las partes involu-
cradas. Sería una opción viable siempre y cuando se llegara a un 
acuerdo, y este podría ser avalado por la Suprema Corte. Podría 
pensarse como una primera fase, que en el caso de no llegar a un 
acuerdo daría lugar a plantear la cuestión ante la Suprema Corte.

Pensemos, por ejemplo, en la facultad para resolver conflic-
tos limítrofes entre los estados mediante la celebración convenios 
amistosos prevista en la Constitución federal. Esta posibilidad ya 
se preveía en la Constitución de 1824, una facultad importante 
en aquel entonces, pues al conformarse el nuevo país, los lindes 
de los estados no eran claros. De no llegar a un acuerdo, en la 
fracción 1ª del artículo 50 se preveía la facultad exclusiva del 
Congreso general para “[a]rreglar definitivamente los límites de 
los estados, terminando sus diferencias cuando no hayan conve-
nido entre sí sobre la demarcación de sus respectivos distritos”.33 
Al redactar la Constitución de 1824 se consideró importante ha-
cer posible que, al menos los conflictos territoriales, pudieran ser 
arreglados entre las partes. Este precepto ha pasado con algunas 
modificaciones de una Constitución a otra, y ha sido reformado 
varias veces desde 1917, no obstante, la limitación en cuanto a su 
objeto no ha variado. 

Actualmente, de conformidad con el artículo 46 constitucio-
nal, las entidades federativas pueden celebrar convenios para re-
solver disputas sobre sus límites territoriales, que deben ser con-
validados por el Senado como dispone la fracción XI del artículo 
76 constitucional. De no llegar a un acuerdo, cualquiera de las 
partes puede acudir a la Suprema Corte, que está facultada para 
conocer a través de una controversia constitucional y la resolu-
ción es definitiva e inatacable. De modo que, de hecho, ya existe 
en la Constitución federal un procedimiento especial para resol-
ver conflictos entre la federación y las entidades federativas, que 
solamente en caso de no poder ser resuelto, se sustanciaría ante 

33	 Énfasis añadido. Esta facultad procedía del artículo 13, fracción V del Acta 
Constitutiva de 1824 que estableció por primera vez la facultad exclusiva 
del Congreso General para “[c]onservar la unión federal de los estados, 
arreglar definitivamente sus límites, y terminar sus diferencias”.
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la Suprema Corte como controversia constitucional, por lo que 
quizá, otro tipo de desacuerdos, como los relacionados con facul-
tades concurrentes, podrían resolverse por este medio.

V. Conclusiones

No está de más, reiterar que el diseño constitucional originario 
procedente de la Constitución de 1824 reconocía la efectiva au-
tonomía de los estados y el pacto entre estos para formar una 
federación plasmado en el Acta Constitutiva de 1824, y la regla 
de distribución competencial, aunque era tácita, era clara. Origi-
nalmente, la función de la regla de distribución de competencia 
era lograr un equilibrio en el ejercicio del poder manteniendo 
una descentralización de las funciones que corresponden a cada 
ámbito de gobierno. Las reformas implementadas, sobre todo en 
los últimos decenios, deberían haber dado lugar a un esquema 
de responsabilidades compartidas, pero lo que realmente ha ocu-
rrido es una sustracción progresiva de facultades del ámbito de 
competencia de los estados, que ha tenido por efecto múltiples 
controversias constitucionales.

De la aparente claridad de la estricta fórmula de distribu-
ción de competencias prevista en el artículo 124 constitucional 
“utilizando diversas técnicas regulatorias como la concurrencia, 
las leyes generales, federales y de armonización que se pueden 
considerar como fuentes de conflictos entre las entidades fede-
rativas y el gobierno federal” se ha llevado a cabo un auténtico 
saqueo de facultades que desvirtúa la fórmula de distribución de 
competencias original.

Esta distorsión paulatina, pero considerable, mediante la 
apropiación de funciones vía adiciones a las facultades exclusi-
vas del Congreso General atenta contra la propia naturaleza del 
federalismo, por lo que la Suprema Corte tiene que atender cada 
vez más controversias constitucionales. A 200 años de haber op-
tado por el federalismo, la propensión del cambio en el diseño 
institucional debería ser la del fortalecimiento de las entidades 
federativas, pero como es sabido, la orientación es, sin embargo, 
centralizadora.
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Vale la pena repensar el proceso de solución de controversias 
por vía amistosa en materia de límites territoriales para ampliar 
el abanico de posibilidades, sobre todo porque la cooperación en 
distintas materias puede contribuir a un ejercicio más eficiente 
de las funciones de gobierno y a una mejor satisfacción de los 
derechos que la Constitución garantiza. La idea sería que los es-
tados en conflicto, así como la federación cuando fuese parte, 
pudieran intentar la conciliación y celebrar acuerdos antes de re-
currir a la controversia constitucional. La justicia constitucional 
debería ser la vía excepcional de solución de conflictos para que 
solamente se recurriera a ella cuando auténticamente se requiera 
una interpretación que pudiera dar lugar a la modificación de las 
reglas de distribución de competencias.

Dada la configuración histórica del federalismo en México, 
no hay duda de que las reformas y las técnicas legislativas que se 
están utilizando atentan contra el pacto federal, por lo que es ló-
gico que las entidades federativas se opongan y recurran a la con-
troversia constitucional para proteger su ámbito competencial. 
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